TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / VULNERACIÓN DEL DERECHO AL DEBIDO  PROCESO / DEFECTO FÁCTICO / DEFECTO SUSTANTIVO / SANCIÓN EN PROCESO DISCIPLINARIO - Inaplicación de criterio atenuante previsto en la disposición normativa
Corresponde a la Sala determinar sí con la providencia censurada, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura incurrió en defecto sustantivo por indebida interpretación del numeral 2º, literal b) del artículo 45 de la Ley 1123 de 2007. (…) [L]a Sala anticipa la decisión de amparar el derecho fundamental al debido proceso del accionante. (….) [L]la inaplicación del atenuante se basó en el hecho de que la autoridad judicial accionada (i) añadió un elemento a su literalidad –la aceptación de la falta–; y (ii) requirió la probanza de la inexistencia de antecedentes disciplinarios en contra de la parte actora. La dinámica interpretativa descrita, a juicio de la Sala, desconoce, a lo menos, dos corolarios del debido proceso, a saber, el principio de legalidad y la presunción de inocencia. (…) En lo que refiere al Código Disciplinario del Abogado, estatuido en la Ley 1123 de 2007, el artículo 45 regula los parámetros de graduación de las reprimendas disciplinarias, las que podrán consistir en censura, multa, suspensión, e incluso exclusión de la profesión, en el caso de las faltas que comportan una mayor afectación de los deberes profesionales.(…) En ese orden, la Sala estima que, luego de que la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura exige, para la aplicación del numeral 2°, literal b) del artículo 45 de la Ley 1123 la probanza de la aceptación expresa o tácita de la falta por la cual se persigue disciplinariamente al investigado, ésta desconoce los ingredientes normativos de la disposición, desnaturalizándola. (…) De allí que, para esta Judicatura, la interpretación prohijada por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, en su sentencia de 22 de marzo de 2018, comporte la materialización del defecto sustantivo alegado por el actor, toda vez que con ella se desconoce el principio de legalidad en lo referente a las causales de atenuación de las sanciones, cuya interpretación y aplicación deberá limitarse a los presupuestos erigidos por el legislador, sin que resulte procedente la introducción de otros. (…) La exigencia de prueba sumaria o de solicitud probatoria para la acreditación de la ausencia de antecedentes disciplinarios, referida por el Consejo Superior de la Judicatura – Sala Jurisdiccional Disciplinaria, en el fallo de 22 de marzo de 2018, desconoce dos aspectos que conlleva admitir la materialización del defecto fáctico alegado. (…) Estas dos consideraciones llevan a concluir que la inoperatividad de la causal de atenuación, contenida en el artículo 45, literal b), numeral 2º, no puede fundarse en la no probanza de la ausencia de antecedentes, como se hizo en la sentencia de 22 de marzo, censurada. En consonancia, el defecto fáctico formulado por la parte actora se configura en el caso de autos.
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La Sala decide la impugnación
 interpuesta por la parte actora contra la sentencia de 10 de octubre de 2018, por la cual la Sección Cuarta del Consejo de Estado declaró la improcedencia del recurso de amparo.

I. ANTECEDENTES

1. 
Solicitud

El señor DAVID ERNESTO LLINÁS ALFARO presentó, en nombre propio, acción de tutela
 contra el Consejo Superior de la Judicatura – Sala Jurisdiccional Disciplinaria, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad y al mínimo vital.

Tales garantías constitucionales las estimó desconocidas con ocasión de la providencia de 22 de marzo de 2018
, mediante la cual la autoridad judicial accionada confirmó la sanción disciplinaria impuesta en su contra
, dentro del proceso tramitado con el radicado 2015-01340-01.

2. 
Hechos

Como sustento fáctico de la tutela, el accionante señaló, en síntesis:

2.1. En el año 2008, el demandante suscribió contrato de prestación de servicios profesionales con la ESE Luis Carlos Galán Sarmiento en liquidación para su representación judicial en procesos de diversa naturaleza.

Como consecuencia del acto de liquidación de la ESE
, las obligaciones originadas del vínculo contractual que tenía con ésta, fueron cedidas a la FIDUPREVISORA S.A., en su calidad de vocera y administradora del patrimonio autónomo de remanentes, sociedad comercial a la que correspondía asumir los trámites procesales que se siguieran en contra de la extinta ESE.

2.2. La vinculación del demandante con la FIDUPREVISORA S.A. se extendió hasta el 18 de junio de 2015, fecha en la que cedió su contrato.

Dentro de los múltiples procesos asignados al señor LLINÁS ALFARO, se encontraba la acción de nulidad y restablecimiento del derecho formulada por el señor Raúl Hernando Pinto Martín, adelantada a instancias del Juzgado Quince Administrativo del Circuito de Bogotá, con radicado 11001-33-31-015-2008-00328-00, cuyo conocimiento y decisión se trasladó, posteriormente, al Juzgado Quinto Administrativo de Descongestión de esa misma ciudad.

Con sentencia de 18 de noviembre de 2013, la referida Judicatura condenó a la extinta ESE al pago de las prestaciones sociales de Pinto Martín, luego de reconocer la existencia del denominado “contrato realidad”; la condena impuesta se elevó a la suma aproximada de $ 25.000.000.

2.3. El día en que la providencia de primera instancia fue proferida, el demandante sufrió un accidente –“tuve una fractura en el tobillo izquierdo”
– que le impidió formular el recurso de apelación en su contra, pues tuvo una incapacidad que se prolongó hasta el 14 de diciembre de 2013, por lo que no conoció de la existencia de la decisión del A quo ordinario.

2.4. El accionante sostuvo acercamientos con la FIDUPREVISORA S.A., en los que presentó alternativa de pago de la condena impuesta en contra de su representada, con el propósito de evitar la formulación de queja disciplinaria. En estos manifestó igualmente que, respecto de los 217 procesos que le habían sido asignados, había alcanzado una tasa de éxito del 92 %.

La propuesta para el pago de la condena consistió en la cancelación de $1.041.667,70 mensuales por 24 meses, proposición que, en principio, fue aceptada por la sociedad fiduciaria; no obstante, habida cuenta de la proximidad del fenecimiento del contrato mercantil
, la FIDUPREVISORA S.A. negó la propuesta elevada y formuló la siguiente: “cuotas mensuales por la suma de CINCO MILLONES DE PESOS ($5.000.000) M/CTE, hasta cancelar la totalidad de la deuda, a partir del mes de marzo…”
 de 2015.

La contrapropuesta no fue aceptada por el accionante, pues comprometía su mínimo vital.

2.5. Esta circunstancia conllevó la presentación de la queja disciplinaria ante el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, autoridad judicial que, mediante decisión de 17 de mayo de 2016, lo sancionó con la suspensión del ejercicio profesional durante 6 meses, “…pese a que (…) había señalado durante el proceso que, en caso de hallársele responsable, la sanción que debía imponérsele era la mínima, la censura, habida cuenta de que (…) no contaba con antecedentes disciplinarios, y que fue iniciativa [suya] pagar la condena.”

2.6. El accionante presentó recurso de alzada en contra de la sentencia disciplinaria de primera instancia, con sustento en la ocurrencia de diversas irregularidades de índole probatorio y sustantivo, dentro de las cuales, mención especial merecía la omisión de valoración de la propuesta de pago de la condena elevada por el investigado y la no aplicación de las consecuencias que de esa circunstancia se derivaban.

En efecto, la intención de resarcir el daño debía llevar a la atenuación de la sanción disciplinaria, toda vez que de la suspensión debía pasarse a la simple censura
, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2º del literal b) del artículo 45 de la Ley 1123 de 2007.

2.7. Con sentencia de 22 de marzo de 2018, el Consejo Superior de la Judicatura – Sala Jurisdiccional Disciplinaria confirmó la sanción de suspensión por 6 meses, cuya vigencia operó el 22 de junio de 2018, al encontrar que la conducta del demandante configuraba la falta disciplinaria establecida en el numeral 1º del artículo 37 de la Ley 1123 de 2007.

2.8. La suspensión de la tarjeta profesional del demandante lo ha llevado a la imposibilidad del ejercicio del litigio, así como a la inviabilidad de suscripción de contratos de asesoría jurídica con entidades estatales.

Por último, el accionante afirmó que lo que pretende con la presente acción de tutela es “…la modificación de la sanción de suspensión por censura…”
, lo que facilitaría la búsqueda de empleo fijo.

3. 
Fundamentos 

Como sustento de su demanda de amparo, el tutelante formuló los siguientes defectos en contra de la sentencia de 22 de marzo de 2018:

3.1. Defecto sustantivo o material, por cuanto, el fallo censurado interpretó indebidamente la disposición contenida en el numeral 2º del literal b) del artículo 45 de la Ley 1123 de 2007, relativa a los los criterios de atenuación de la sanción disciplinaria.

En ese sentido, el demandante afirmó que los ingredientes normativos de la referida prescripción eran, a saber, (i) la prueba de la intención de resarcir el daño causado y (ii) la inexistencia de antecedentes disciplinarios, presupuestos que estaban plenamente demostrados dentro del trámite; no obstante ello, la autoridad judicial demandada prescindió de su aplicación, bajo argumentos poco locuaces que afectaban sus derechos fundamentales.

Respecto de la refrendación probatoria de resarcir el daño, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria señaló, en la decisión acusada, que se requería igualmente la aceptación, expresa o tácita, de la infracción normatividad que se le endilgaba al investigado –en su componente subjetivo –culpa– y objetivo –daño–; criterio que para el actor no se derivaba de la literalidad del numeral 2º, literal b) del artículo 45, pues de el se desprendía que el reconocimiento debía recaer sobre el daño y no sobre el presupuesto culpa, pues la aceptación de la falta, como lo pretende la autoridad demandada, constituye otra circunstancia de atenuación
.

En relación con este punto, adujo que la aplicación de la circunstancia de atenuación dependía del juez –luego de que encontraba demostrada la existencia de responsabilidad disciplinaria– y no del dicho del investigado.

3.2. Defecto fáctico
, ya que la Judicatura demandada impuso la probanza de la ausencia de antecedentes disciplinarios al demandante al accionante, aunque se trata de una prueba que reposa en el Registro Nacional de Abogados, administrado por una unidad de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.

Esta circunstancia afecta su presunción de inocencia, ya que no puede presumirse lo que debe ser refrendado probatoriamente.

3.3. Vulneración del derecho a la igualdad, pues en la sentencia de 11 de abril de 2018
, con ponencia de la misma magistrada que definió la responsabilidad disciplinaria del señor Diego Germán Escobar Alarcón, en un asunto de similares contornos fácticos
 y jurídicos a los del demandante, la autoridad judicial accionada, para la aplicación del criterio de atenuación a que se refiere, no solicitó (i) la probanza de los antecedentes disciplinarios; (ii) ni el reconocimiento de la incursión el falta disciplinaria, como se le exigió a éste.

4.
Petición de amparo

La parte actora solicitó a título de amparo constitucional, lo que se trascribe a continuación:

“PRIMERO.- Que se conceda el amparo de mis derechos fundamentales a la IGUALDAD (art.13 CP), DEBIDO PROCESO (art. 29 CP), y MÍNIMO VITAL (arts.11 y 53 CP), y que en tal virtud, se ordene al H. Consejo Superior de la Judicatura que se vuelva a expedir sentencia de segunda instancia aplicando el numeral 2º del literal b del artículo 45 de la Ley 1123 de 2007, que establece como criterio de atenuación de responsabilidad el “haber procurador, por iniciativa propia, resarcir el daño o compensar el perjuicio causado. En Este caso se sancionará con censura siempre y cuando carezca de antecedentes disciplinarios.

SEGUNDO.- Que se ordene al H. Consejo Superior de la Judicatura la modificación de la anotación disciplinaria en el Registro Nacional de Abogados y de Auxiliares Judiciales, de tal manera que en el Certificado de Antecedentes Disciplinarios, en lugar de la sanción quede registrada la censura.

TERCERO: Que se ordene al H. Consejo Superior de la Judicatura la modificación del Certificado de Vigencia que expida el Registro Nacional de Abogados, de manera que respecto de la tarjeta profesional núm.165.506, se certifique que está “vigente”, y no que está “no vigente.”

5. 
Trámite de la acción de tutela

Por auto de 11 de septiembre de 2018
, el Consejero Ponente
 de la Sección Cuarta admitió la acción de tutela y dispuso notificar a la autoridad judicial demandada, al Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá – Sala Jurisdiccional Disciplinaria y a la FIDUPREVISORA S.A., con el propósito de que rindieran informe en el presente trámite.

Remitidas las misivas del caso
, se allegaron las siguientes contestaciones:

6. 
Contestaciones 

6.1. De la FIDUPREVISORA S.A.

Con memorial de 18 de septiembre de 2018, la directora de procesos judiciales de la FIDUPREVISORA S.A. solicitó declarar la improcedencia del recurso de amparo, pues dentro del sumario que se adelantó y en el que se encontró responsable al accionante, no se vulneraron sus derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso y al mínimo vital, como lo afirmó.

6.2. De la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura

Por intermedio de la magistrada ponente de la decisión censurada, el órgano demandado deprecó la improcedencia de la acción de tutela, por cuanto el proceso disciplinario que se cuestiona fue respetuoso de las garantías y derechos constitucionales del investigado, ahora tutelante.

Para sustentar su pedimento, la Judicatura accionada afirmó que del material probatorio arrimado al proceso podía ciertamente concluirse la responsabilidad del disciplinado, que había sido aceptada por éste en la versión libre rendida al interior del trámite, en la que habría manifestado que la no presentación del recurso se explicaba por algunas irregularidades atribuibles a su auxiliar.

Asimismo, la demanda señaló que la situación del abogado Diego Germán Escobar no resulta asimilable a la del accionante, pues si bien el primero
 “…presentó el recurso en forma extemporánea, propuso ante el Despacho de conocimiento un incidente de nulidad, aduciendo una indebida notificación del auto admisorio por ende se concluyó que buscó alternativas para salvaguardar los intereses de la entidad demandada y con ello pretendió resarcir el daño provocado.”

7. 
Fallo impugnado

La Sección Cuarta de esta Corporación, mediante sentencia de 10 de octubre de 2018
, declaró la improcedencia de la acción, al considerar que carecía de relevancia constitucional, ya que fue empleada por el actor como una “tercera instancia” para rebatir los argumentos del proceso cuestionado.

Lo anterior, por cuanto, podía advertirse una identidad entre los fundamentos del recurso de amparo y aquellos de la apelación propuesta en contra de la sentencia de 17 de mayo de 2016, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, en punto de la defectuosa apreciación de las pruebas y la inaplicación del literal b) del numeral 2º del artículo 45 de la Ley 1123 de 2007.

Por otro lado, el A quo sostuvo que de la lectura detenida de la decisión de 22 de marzo de 2018 podían decantarse las razones por las cuales la autoridad judicial accionada había desestimado la aplicación del artículo 45 de la Ley 1123 de 2007, en lo que respecta la causal de atenuación consagrada en el literal b) del numeral 2º de esa disposición
.

En ese mismo sentido, el fallador de primera instancia manifestó que la providencia censurada no adolecía de irregularidades de “bulto”, que habilitaran al Juez de Tutela a emprender el análisis del fondo del asunto; conclusión que adquiría mayor valía en tratándose de las sentencias proferidas por las Altas Cortes, de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional
.

Finalmente, la Sección Cuarta descartó la presunta vulneración del derecho a la igualdad del demandante, pues el caso que motivó la expedición de la decisión de 30 de noviembre de 2017 difería del presente, ya que, en aquella oportunidad, la conducta consistió en la presentación extemporánea del recurso de apelación, aupada, en cierta forma, por la entidad que representaba el allí investigado; contrario a lo sucedido en este asunto, en donde el mecanismo de impugnación no había sido presentado.

8. Impugnación

Mediante escrito presentado el 26 de octubre de 2018
, el accionante impugnó el fallo de primera instancia para lo cual explicó:

8.1.
La acción de tutela no persigue la “reviviscencia del caso” del demandante, como puede concluirse de la lectura de algunos párrafos de su escrito introductorio y de la primera de las pretensiones del recurso de amparo.

La intención del accionante se circunscribe a ordenar “…al tribunal de instancia que aplique una norma que no aplicó desde un principio, y que establece un precepto menos gravoso (o más favorable) para mí como abogado litigante.”

8.2. 
El recurso de amparo propuesto no se limita a esbozar los argumentos expuestos en la apelación, pues también se relacionan otros, como el consistente en la vulneración del derecho a la igualdad respecto de la sanción impuesta al señor Diego Germán Escobar Alarcón, en la que la autoridad judicial demandada sí aplicó el literal b) del numeral 2º del artículo 45 de la Ley 1123 de 2011.

Adicionalmente, el que los sentenciadores de instancia haya omitido la aplicación de esa disposición, a pesar de lo alegado dentro del proceso jurisdiccional disciplinario, habilitaba al demandante a proponerlo en sede de tutela.

8.3. 
Según la caracterización jurisprudencial de la relevancia constitucional, el requisito se dirige a impedir que los asuntos puestos a consideración del juez de tutela dispongan de naturaleza legal, pues se exige que el asunto se relacione con los principios y derechos constitucionales.

En el caso del accionante se alega la vulneración del derecho al debido proceso –por inaplicación de una norma que lo debía ser–; la transgresión del derecho a la igualdad –pues su caso se trata de forma diversa al del señor Diego Germán Escobar Alarcón a pesar de las similitudes–; y, finalmente, su derecho al mínimo vital, pues por la suspensión impuesta no puede dedicarse al ejercicio de la abogacía, por lo que debe tenerse por cumplido.

8.4.
Por último, el impugnante reprodujo los argumentos que sustentan su inconformidad respecto de la sentencia de 22 de marzo de 2018.

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia

Esta Sala es competente para conocer de la impugnación presentada por la parte actora en contra del fallo de 10 de octubre de 2018, dictado por la Sección Cuarta, de conformidad con lo previsto por el Decreto Ley 2591 de 1991
, 1069 de 2015
 –modificado por el Decreto 1983 del 30 de noviembre de 2017– y por el artículo 2º del Acuerdo 55 de 2003
 de la Sala Plena del Consejo de Estado.

2. Problemas jurídicos

De acuerdo con los antecedentes de la acción constitucional, el fallo de tutela de primera instancia y los argumentos y consideraciones expuestos en la impugnación, corresponde a la Sala determinar si la decisión recurrida debe confirmarse, modificarse o revocarse, lo que supone responder a los siguientes problemas jurídicos:

– La acción de tutela impetrada por el actor, ¿cumple con los requisitos adjetivos para abordar el fondo del asunto, y en especial con el de la relevancia constitucional?

Superado lo anterior, 

– Deberá corroborarse si, con la providencia censurada, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura incurrió en defecto sustantivo por indebida interpretación del numeral 2º, literal b) del artículo 45 de la Ley 1123 de 2007.

Y es que, aunque el accionante escinde los argumentos que sustentan su petición de amparo –defecto material y vulneración del derecho a la igualdad– lo cierto es que todos se dirigen a demostrar el presunto equívoco en que habría incurrido la Judicatura accionada en el momento de desestimar la aplicación de la norma en comento, por lo que los cuestionamientos elevados pueden ser estudiados desde el prisma del yerro sustantivo, tal y como se propone.

– En ese mismo sentido, la Sala determinará la configuración o no del defecto fáctico, al habérsele exigido al demandante la probanza de los antecedentes disciplinarios.

Precisado ello, se abordan los problemas jurídicos, así:

3. La procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial.
La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que esta Corporación tenía sobre la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema
 y declaró su procedencia
. 

Así pues, esta Sección de manera reiterada ha establecido como parámetros para realizar su estudio, que cumpla con los siguientes requisitos: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) inmediatez; iii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado. De modo que, de no observarse el cumplimiento de uno de estos presupuestos, se declara la improcedencia del amparo solicitado, sin que se analice el fondo del asunto.

Por otro lado, debe hacerse referencia al presupuesto de procedencia adjetiva de la acción de tutela en contra de providencias judiciales, consistente en el hecho de que la parte actora haya alegado los yerros de la autoridad judicial que dan origen a la vulneración en el contexto del proceso ordinario, la Sala efectuará las siguientes elucubraciones:

Se trata de un requisito de procedencia adoptado por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, en un movimiento de articulación respecto de la jurisprudencia de la Corte Constitucional
 en la materia.

En efecto, en sentencia de 5 de agosto de 2014
, la Sala Plena de esta Corporación adoptó como condiciones necesarias para amparar los derechos fundamentales invocados en una acción de tutela contra una providencia judicial del Consejo de Estado, aquellas erigidas por la Corte Constitucional en sentencia C-590 de 2005.

Al respecto, adujo que: 

“3.1.- En la Sentencia C-590 de 2005, posición que se adopta de manera expresa en la presente providencia, la Corte señaló como requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela, los siguientes:

(…)

e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible
.  Esta exigencia es comprensible pues, sin que la acción de tutela llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a su naturaleza y no previstas por el constituyente, sí es menester que el actor tenga claridad en cuanto al fundamento de la afectación de derechos que imputa a la decisión judicial, que la haya planteado al interior del proceso y que dé cuenta de todo ello al momento de pretender la protección constitucional de sus derechos.” (Negrillas fuera de texto)

Se colige de lo anterior que bajo la égida de este presupuesto de procedibilidad del recurso de amparo en contra de providencias judiciales, el accionante además de identificar de manera clara y precisa los yerros e irregularidades imputables a la autoridad jurisdiccional acusada, debe haberlos puesto en conocimiento del juez de instancia en su debida oportunidad de haber sido ello posible.

Dicho en otros términos, debe existir una cierta congruencia o coherencia entre las falencias esgrimidas al interior del proceso ordinario y las acciones u omisiones cuestionadas por parte del accionante a las autoridades judiciales vía acción de tutela. Empero, la anterior exigencia se morigera luego de que se constata la existencia de circunstancias objetivas que impiden la alegación de las mismas en el procedimiento jurisdiccional de instancia.
.

4. Sobre la procedencia del recurso de amparo en el sub judice

Con su sentencia de 10 de octubre de 2018, la Sección Cuarta del Consejo de Estado declaró la improcedencia de la acción constitucional de la referencia, al encontrar que las alegaciones elevadas por la parte actora en su libelo introductorio correspondían a aquellas propuestas al interior del proceso disciplinario cuestionado, por lo que el recurso de amparo era utilizado como una “tercera instancia”.

La circunstancia descrita demostraría, a juicio del A quo, la ausencia de relevancia constitucional de los fundamentos de derecho de la tutela y, por consiguiente, la imposibilidad de abordar el fondo del asunto
.

Contrario a lo sostenido por el fallador de primera instancia, esta Judicatura advera que, de conformidad con los parámetros generales de procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial
, la identidad entre el derrotero argumentativo planteado en el contexto del trámite censurado y aquel formulado en la demanda de amparo resulta necesaria, como garantía del carácter residual de esta acción en la protección de los derechos fundamentales. En ese orden, la congruencia considerativa, lejos de llevar a la improcedencia del recurso de amparo, habilita al juez constitucional a analizar las consideraciones que sustentan las presuntas irregularidades formuladas en contra de los fallos judiciales.

Por otro lado, para la Sala es necesario precisar que, pese a que el a quo declaró improcedente la solicitud de amparo presentada por la parte actora, en tanto consideró que no se cumplió con el requisito de relevancia constitucional, en criterio de esta Sección toda tutela contra providencia judicial lleva implícito la eventual vulneración de un derecho fundamental y por tanto el estudio de dicha figura resulta innecesario.

En ese orden, la Sala analizará si la presente acción cumple los siguientes requisitos: i) que no se trate de tutela contra tutela, ii) la inmediatez y iii) la subsidiariedad, es decir, el agotamiento de los recursos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección de los derechos que se dicen vulnerados. Por lo anterior, se verificará en esta instancia, los elementos en mención.

4.1. Tutela contra tutela

La acción formulada por la parte actora no se dirige a cuestionar la constitucionalidad de una sentencia de tutela, pues la providencia acusada fue proferida en el marco del trámite jurisdiccional disciplinario emprendido en contra del accionante por la comisión de faltas al Estatuto Deontológico del Abogado, contenido en la Ley 1123 de 2007.

4.2. Inmediatez

Se supera igualmente este requisito de naturaleza temporal, pues el recurso de amparo fue presentado en un término razonable, si se tiene en cuenta que la decisión de 22 de marzo de 2018 fue notificada personalmente el 19 de junio de esta misma anualidad, quedando ejecutoriada al día siguiente, y la acción de tutela se radicó el 5 de septiembre
 de este mismo año.

4.3. Subsidiariedad

A la manera de lo que sucede con los demás presupuestos de procedencia, esta Judicatura encuentra que la parte actora no dispone de mecanismos ordinarios o extraordinarios para censurar la providencia acusada, ya que se trata del fallo que resolvió el recurso de apelación dentro del trámite con radicado 11001-11-02-000-2015-01340-01, único medio posible para impugnar las sentencias de primera instancia dictadas en los trámites jurisdiccionales-disciplinarios, de conformidad con el artículo 81 de la Ley 1123 de 2007.

En ese orden, la Sala revocará la decisión de 10 de octubre de 2018, proferida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado, por cuanto, como se constató, el libelo introductorio cumple con los presupuestos adjetivos que habilitan al Juez Constitucional para abordar el fondo del asunto.

5. Caso concreto

El demandante manifiesta que, con su fallo de 22 de marzo de 2018, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura incurrió en defecto sustantivo por indebida interpretación del numeral 2°, literal b) del artículo 45 de la Ley 1123 de 2007, que generó la inaplicación de la disposición en el caso concreto.

En ese orden, la parte actora señala que la referida disposición no exige, para la aplicación del criterio de atenuación allí contenido
, la aceptación expresa o tácita de la falta por la que se investiga al disciplinable, sino simplemente la acreditación de haber procurado resarcir o compensar, por iniciativa propia, el daño causado a la víctima.

Asimismo, afirma que la carga de probar la inexistencia de antecedentes en su contra, como presupuesto de aplicación del atenuante, deviene en desproporcionada, a la luz de la presunción de inocencia y la práctica administrativa, pues el Registro Nacional de Abogados, donde reposa esa información, es administrado por el Consejo Superior de la Judicatura.

Las inconsistencias hermenéuticas en que, presuntamente, habría recaído la autoridad judicial demandada, serían constatables si se comparan las elucubraciones que conllevaron aplicar el numeral 2°, literal b) del artículo 45 de la Ley 1123 de 2007, en la sentencia de 11 de abril de 2018, proferida en el trámite identificado con el radicado n°. 11001110200020160623801.

Bajo este panorama litigioso, la Sala anticipa la decisión de amparar el derecho fundamental al debido proceso del accionante, para lo cual emprenderá la siguiente cuerda argumentativa:

El defecto sustantivo, en lo que respecta a su construcción dogmática, responde a la idea de que las facultades y atribuciones otorgadas a los operadores jurídicos para interpretar y aplicar las normas en los asuntos puestos a su consideración, lejos de ser absolutas, encuentran limitaciones en “…el orden jurídico preestablecido y, principalmente, por los valores, principios, derechos y garantías que identifican al actual Estado Social de Derecho”

Lo anterior significa que el margen de maniobra de los jueces, fundado en los principios de autonomía e independencia de la función jurisdiccional — artículo 228 superior — debe siempre enmarcarse en la legalidad de las disposiciones que componen el sistema, pero más allá, en el referente axiológico establecido por la Constitución.

De allí que el defecto sustantivo o material se presente como una medida correctiva en aquellos eventos en los que el juez desborda este campo de acción, instándolo a actuar dentro de los linderos del mismo.

Así las cosas, se tiene que el operador judicial dispone de una cierta libertad para fundar sus fallos en las normas que considera adecuadas para la resolución de los casos y, en ese sentido, le será reprochable la impertinencia de la escogencia normativa, por cuanto la disposición “… b) ha perdido su vigencia por haber sido derogada, c) es inexistente d) ha sido declarada contraria a la Constitución…”
 etc.

Este mismo razonamiento puede ser extendido al análisis hermenéutico que, sobre las reglas jurídicas, efectúa el juez, pues su libertad interpretativa encuentra algunos obstáculos, consistentes en la razonabilidad de la intelección ofrecida al texto normativo, que se desborda, entre otros casos, cuando en un fallo “se aplica una norma jurídica de manera manifiestamente errada, sacando del marco de la juridicidad y de la hermenéutica jurídica aceptable tal decisión judicial”
.
Y es la configuración de esta modalidad del defecto sustantivo, la que funda la pretensión constitucional de la parte actora en el asunto de autos, motivo por el que la actividad judicial del Juez del amparo consistirá en establecer el carácter razonable o no de la interpretación acordada a la prescripción normativa, desde la perspectiva de lo jurídico, apoyándose para ello en los parámetros contenidos en el texto de la Carta Política de 1991.

Precisado ello, y en punto de la intelección otorgada por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura al numeral 2°, literal b) del artículo 45 de la Ley 1123 de 2007, el fallo de 22 de marzo de 2018 dispuso:

“Ahora bien, frente a la segunda premisa, frente (sic) a la omisión del Magistrado Ponente de primera instancia, de no valorar algunas pruebas, que debían conducir a aplicar lo establecido en el numeral 2 del literal B del artículo 45 de la Ley 1123 de 2007, por lo que, a parecer del recurrente, existió una indebida aplicación de la norma a tener en cuenta para imponer la sanción acarreada.

En este caso, no se pueden aceptar tales presupuestos esbozados, debido a que primeramente, como el mismo apelante, lo consigna en su escrito, el juzgador goza de autonomía para efectuar valoración probatoria en los procesos que conducen, sin desconocer que pueda omitir pruebas que demuestren la responsabilidad o exclusión de la misma de los investigados, en razón a ello, el a-quo motivó mediante el material probatorio allegado, la responsabilidad del disciplinado, sin encontrar medios que justificaran su exclusión o atenuación, y segundamente, no le era dado aplicar al fallador la norma que alega el recurrente era la de correcta aplicación.

Para reforzar el argumento mencionado, es necesario citar lo establecido en el numeral 2 del literal B del artículo 45 de la Ley 1123 de 2007, que resalta:

“ARTÍCULO 45. CRITERIOS DE GRADUACIÓN DE LA SANCIÓN. Serán considerados como criterios para la graduación de la sanción disciplinaria, los siguientes:

(…)

B. Criterios de atenuación

(…)

2. Haber procurado, por iniciativa propia, resarcir el daño o compensar el perjuicio causado. En este caso se sancionará con censura siempre y cuando carezca de antecedentes disciplinarios. (…)”.
En el caso sub-lite, si bien se evidencia que el disciplinable propuso a la entidad poderdante resarcir el daño o compensar el perjuicio causado, debido al actuar negligente y omisivo, es necesario exponer que la acreditación de dicha situación no esmeraba contundentemente la aplicación de la norma en estudio, pues no solo es dable ceñirse a su literalidad, sino que abundando en su contenido, la aplicación de esa disposición se da cuando de manera tácita o expresa se ha aceptado la infracción de alguna normatividad, pues sólo podría resarcir el daño o compensar un perjuicio causado, quien previamente reconoce que cometió una falta catalogada como disciplinaria, según el caso que nos atañe, en el Código Disciplinario del Abogado.

Dicho actuar, es la plena aceptación humana, material y jurídica de que se produjo un daño o perjuicio irrogado a una persona la cual encomienda el ejercicio de su gestión, pues contrariamente, sería inoperante la procuración o materialización de resarcir un daño de algo que no existe o que no se ha cometido, que no la pudo realizar o era de difícil o imposible ocurrencia, por ello, resulta contraproducente en todos sus aspectos, que por un lado, el investigado llevara a cabo acciones tendientes a resarcir un daño causado, y por otro lado, dicho togado no acepte que la comisión de la falta que se le atribuye, pues reiteradamente ha desplegado argumentos y alegatos para justificar su actuar.

Sumado a lo aludido, tampoco se evidenció en ninguna parte del expediente de autos, la carencia de antecedentes disciplinarios por parte del profesional del derecho inculpado, pues el mismo no aportó prueba sumaria de su dicho, ni solicitó en las distintas oportunidades pertinentes dentro del proceso, que se allegaran los medios adecuados para dar certeza a tal situación.” (Negrilla y subrayas fuera de texto)

De lo anteriormente transcrito, se desprende que la inaplicación del numeral 2°, del literal b) del artículo 45 de la Ley 1123 de 2007, se explica por parte de la autoridad judicial demandada sobre los argumentos que pasan a relacionarse:

A. El análisis del material probatorio no permitía conllevar la aplicación del criterio de atenuación alegado por el accionante.

B. Lo anterior, por cuanto, a pesar de que se encontró acreditado que el demandante elevó alternativas para resarcir el daño o perjuicio causado a la entidad quejosa –la FIDUPREVISORA S.A.– la norma exigía, para la aplicación de la consecuencia jurídica que contiene
, la aceptación expresa o tácita de la falta que le fue endilgada al disciplinable, lo que no ocurrió en el asunto de marras.

C. El artículo 45, literal b), numeral 2° de la Ley 1123 de 2007 debía ser interpretado más allá de su propia literalidad, pues el daño o perjuicio que puede ser resarcido o reparado integralmente, solo es aquel cuya comisión es aceptada por el sujeto del actuar pasivo o activo que se reprocha.

D. Tampoco resulta aplicable la mencionada norma, ya que el demandante no probó la ausencia de antecedes disciplinarios.

En otros términos, la inaplicación del atenuante se basó en el hecho de que la autoridad judicial accionada (i) añadió un elemento a su literalidad –la aceptación de la falta–; y (ii) requirió la probanza de la inexistencia de antecedentes disciplinarios en contra de la parte actora.

La dinámica interpretativa descrita, a juicio de la Sala, desconoce, a lo menos, dos corolarios del debido proceso, a saber, el principio de legalidad y la presunción de inocencia, como pasa a explicarse:

5.1. De la vulneración del principio de legalidad

En materia sancionatoria, el principio de legalidad supone la preexistencia de la ley que describe la conducta que el ordenamiento reprocha, así como la sanción a imponer y los criterios para determinarla respecto de quienes, con su actuar, recorren los comportamientos prohibidos
.

En lo que refiere al Código Disciplinario del Abogado, estatuido en la Ley 1123 de 2007, el artículo 45 regula los parámetros de graduación de las reprimendas disciplinarias, las que podrán consistir en censura, multa, suspensión, e incluso exclusión de la profesión
, en el caso de las faltas que comportan una mayor afectación de los deberes profesionales.

Pues bien, para la determinación de las sanciones a imponer, el legislador de 2007 acudió a tres tipos de criterios
, dentro de los cuales, importan para el sub judice, aquellos que acarrean atenuación del castigo, cuya aplicación sujetó a la confesión de la falta y a la procura de reparación del daño por parte del sujeto disciplinable.

En ese sentido, los numerales 1° y 2°, del literal b) del artículo 45 prescriben:

“B. Criterios de atenuación

1. La confesión de la falta antes de la formulación de cargos. En este caso la sanción no podrá ser la exclusión siempre y cuando carezca de antecedentes disciplinarios.

2. Haber procurado, por iniciativa propia, resarcir el daño o compensar el perjuicio causado. En este caso se sancionará con censura siempre y cuando carezca de antecedentes disciplinarios.”

Las causales de mitigación de la sanción no solo se distinguen desde la perspectiva de las consecuencias jurídicas que se desprenden de su configuración
, sino también desde el prisma de los supuestos fácticos que conllevan su aplicación, ya que, en tratándose del numeral 1°, la confesión de la falta, esto es, la asunción de la responsabilidad por parte del investigado, constituye el hecho que la activa.

Por el contrario, los beneficios del numeral 2° deberán ser aplicados, luego de que se demuestra la procura, por iniciativa propia
, de resarcir el daño o compensar el perjuicio causado, sin que, de la literalidad de la norma, pueda colegirse otro tipo de presupuesto para su puesta en marcha.

En ese orden, la Sala estima que, luego de que la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura exige, para la aplicación del numeral 2°, literal b) del artículo 45 de la Ley 1123 la probanza de la aceptación expresa o tácita de la falta por la cual se persigue disciplinariamente al investigado, ésta desconoce los ingredientes normativos de la disposición, desnaturalizándola.

En efecto, la autoridad demandada superpone el elemento de la aceptación o el reconocimiento de la falta disciplinaria a la procura de resarcir el daño o compensar el perjuicio, que, como se demostró, es el único que se requiere para la aplicación del atenuante allí establecido, aunado a la inexistencia de antecedentes.

De allí que, para esta Judicatura, la interpretación prohijada por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, en su sentencia de 22 de marzo de 2018, comporte la materialización del defecto sustantivo alegado por el actor, toda vez que con ella se desconoce el principio de legalidad en lo referente a las causales de atenuación de las sanciones, cuya interpretación y aplicación deberá limitarse a los presupuestos erigidos por el legislador, sin que resulte procedente la introducción de otros.

Y es que la intelección otorgada al numeral 2º, literal b) del artículo 45 de la Ley 1123 de 2007 por parte de la autoridad judicial accionada supondría la imposibilidad para el investigado de esbozar argumentos tendientes a justificar su conducta –lo que enerva la ilicitud sustancial o antijuridicidad de su comportamiento–, pues además de la aceptación tácita de la tipicidad que lleva implícita la intención de reparar el daño causado, se exigiría al disciplinable no utilizar razonamientos que permitan su exculpación, lo que comporta una grave afrenta al derecho de defensa.

En otros términos, la aplicación del criterio atenuante al que se refiere no impide que éste desarrolle una cuerda argumentativa con la que pretenda justificar la comisión de la falta –desde la perspectiva de la tipicidad–.

Esta conclusión se refuerza aún más si se tiene en cuenta que en fallo de 11 de abril de 2018, dictado en la causa del señor Diego Germán Escobar, la Judicatura accionada no exigió elemento adicional a la demostración de alternativas para la reparación del daño, como presupuesto sine qua non para la aplicación de la causal de atenuación del numeral 2°, literal b) del artículo 45 de la Ley 1123
.

Al respecto, manifestó:

“Por otro lado frente al atenuación de la falta previsto en el numeral 2 del literal B del artículo 45 se dijo los siguiente: “ también ha de considerarse que la modalidad de la conducta de la falta disciplinaria se tuvo como cometida a título de culpa, el enjuiciado propuso ante el despacho de conocimiento un incidente de nulidad el 19 de noviembre de 2013 aduciendo indebida notificación del auto admisorio a la Fiduprevisora S.A., por lo que se concluye que buscó alternativas para salvaguardar los intereses de la entidad demandada y con ello pretendió resarcir el daño provocado por lo cual es procedente dar aplicación al atenuante previsto en el artículo 45 literal b) numeral 2° de la Ley 1123 de 2007 (…)”.

Con tal panorama, esta Corporación concluye en torno a la confirmación del fallo, incluyendo la sanción…” (Negrilla y subraya fuera de texto)
Por lo anterior, esta Judicatura encuentra configurado el defecto sustantivo alegado.

5.2. Del defecto fáctico

La exigencia de prueba sumaria o de solicitud probatoria para la acreditación de la ausencia de antecedentes disciplinarios, referida por el Consejo Superior de la Judicatura – Sala Jurisdiccional Disciplinaria, en el fallo de 22 de marzo de 2018
, desconoce dos aspectos que conlleva admitir la materialización del defecto fáctico alegado.

Por un lado, la labor del juez disciplinario que, en el ejercicio de la facultad sancionatoria del Estado, deberá efectuar una investigación integral, que agrupe todos los elementos fácticos y jurídicos necesarios para decidir, de acuerdo con las prescripciones normativas pertinentes, los asuntos puestos a su consideración, sin importar que éstos puedan resultar favorables o no a quien es sometido a este tipo de trámites, lo que cobija a los antecedentes disciplinarios, máxime si se comprende que es expedido por la Secretaría Judicial del Consejo Superior de la Judicatura
.

Por otro, la naturaleza pública del Registro que los contiene –se hace referencia a los antecedentes– que permiten a todos los ciudadanos y, por ende, a cualquier autoridad su consulta, tal y como sucede, por ejemplo, con el archivo administrado por la Procuraduría General de la Nación.

Estas dos consideraciones llevan a concluir que la inoperatividad de la causal de atenuación, contenida en el artículo 45, literal b), numeral 2º, no puede fundarse en la no probanza de la ausencia de antecedentes, como se hizo en la sentencia de 22 de marzo, censurada.

En consonancia, el defecto fáctico formulado por la parte actora se configura en el caso de autos.

6. De la orden que se dará a la autoridad judicial accionada

Una vez verificada la configuración de los defectos sustantivo y fáctico alegados por la parte actora respecto de la sentencia de 22 de marzo de 2018, dictada en el proceso disciplinario seguido en contra del abogado DAVID ERNESTO LLINÁS ALFARO, Rad. 11001110200020150134001, esta Sala de Sección la dejará sin efecto respecto de la inaplicación de la causal de atenuación contenida en el numeral 2°, literal b) del artículo 45 de la Ley 1123 de 2007.

Por ello, se ordenará la expedición de una nueva sentencia, dentro del término de 30 días a la ejecutoria de este fallo, para que la autoridad judicial accionada determine, sin exigir el presupuesto de aceptación de la falta disciplinaria por la que se investigó al demandante, ni la probanza por parte del demandante de la ausencia de antecedentes disciplinarios, la procedencia o no del atenuante contenido en la norma comentada.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

FALLA:

PRIMERO: REVOCAR la providencia de 10 de octubre de 2018, por medio de la cual la Sección Cuarta del Consejo de Estado declaró la improcedencia de la acción de tutela, por las razones expuestas en la parte considerativa de este proveído.

SEGUNDO: AMPARAR el derecho fundamental al debido proceso del señor DAVID ERNESTO LLINÁS ALFARO, con fundamento en los motivos esgrimidos en las consideraciones de esta sentencia.

TERCERO: ORDENAR a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura proferir una nueva sentencia, dentro de los treinta (30) días siguientes a la ejecutoria de esta sentencia, en la que determine la procedencia o no de la aplicación de la causal de atenuación contenida en el numeral 2°, literal b) del artículo 45 de la Ley 1123 de 2007, sin que para ello pueda exigir el presupuesto de aceptación de la falta disciplinaria por la que se investigó al demandante, ni la probanza de la ausencia de antecedentes disciplinarios.
CUARTO: NOTIFICAR a las partes y a los intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
QUINTO: Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Presidente

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Consejero

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera

ALBERTO YEPES BARREIRO

Consejero
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� Folios 79 – 89.


� 5 de septiembre de 2018.


� Rad. 11001-11-02-000-2015-01340-01.


� Proferida en primera instancia por el Consejo Seccional de la Judicatura – Sala Jurisdiccional Disciplinaria.


� Ocurrida en septiembre de 2009.


� Folio 3.


� Se hace referencia al contrato de fiducia, por el cual la FIDUPREVISORA S.A. era la vocera y administradora del patrimonio autónomo de remanentes resultante de la liquidación de la ESE Luis Carlos Galán Sarmiento.


� Folio 3.


� Folio 4.


� Sanción contemplada en el artículo 41 de la Ley 1123 de 2007.


� Folio 20.


� Ley 1123 de 2007. Art. 45. Lit. b). Num. 1º.


� A pesar de que no existe referencia a este tipo de defecto en el libelo introductorio, la Sala encuentra que las alegaciones formuladas en ese sentido se refieren a un yerro fáctico, pues se impuso la carga de probar la inexistencia de antecedentes disciplinarios, que es, en sentir del demandante, desproporcionada.


� Rad. 11001-11-02-000-2016-06238-01.


� Dentro de los puntos que identificó como similares, se encuentran: 1. Los dos abogados disponían de contratos con la extinta ESE Luis Carlos Galán Sarmiento, que fueron cedidos a la FIDUPREVISORA S.A. 2. La conducta por la cual habían sido investigados era la misma. Art. 37 numeral 1º de la Ley 1123 de 2007. 3. El derrotero de defensa fue el mismo –a. asumió muchos procesos, pese a lo cual su gestión fue muy buena; b. Los procesos relativos al contrato realidad no debían ser apelados, sino conciliados por indicación de la FIDUPREVISORA. 


� Folio 22.


� Folio 38.


� Dr. Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� Folios 30-34.


� Folios 35-39.


� Folios 46-48.


� Dr. Diego Germán Escobar.


� Folio 50.


� Folios 66-71.


� Consistente en la aplicación del parágrafo 1º del artículo 43 de la Ley 1123 de 2007.


� Hizo referencia a las sentencias de unificación 050 y 573 de 2017.


� El fallo impugnado fue notificado el 23 de octubre de 2018 vía correo electrónico, por lo que, la impugnación presentada el 26 de este mismo mes y año resulta oportuna.


� Folio 81.


� “Por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política”.


� “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho”


� «Por medio del cual se modifica el reglamento del Consejo de Estado».


�Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. Acción de Tutela - Importancia jurídica. Actora: Nery Germania Álvarez Bello. C.P.: María Elizabeth García González.


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñado. 


� Se dijo en la mencionada sentencia “DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expresado a folios 2 a 50 de esta providencia.”


� Sentencia C-590 de 2005. M.P.


� Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Rad. n°. 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). C.P. Jorge Octavio Ramírez Ramírez. Sentencia de 5 de agosto de 2014.


� Sentencia T-658-98.


� Corte Constitucional. Sentencia SU-297 de 2015. M.P. Luis Guillermo Guerrero.


� Esta última conclusión puede ser calificada de parcial, pues, a pesar de la declaratoria de improcedencia, de conformidad con la parte resolutiva del fallo de 10 de octubre de 2018, lo cierto es que la Sección Cuarta presenta algunas consideraciones relativas a los argumentos sustanciales del escrito de tutela.


� Corte Constitucional. Sentencia C-590 de 2005. M.P. Jaime Córdoba Triviño: “24. Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales son los siguientes: (…) e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible.” (Negrilla y subraya fuera de texto)


� Folio 1.


� Que conlleva reemplazar la sanción de suspensión del ejercicio profesional por la de censura.


� Corte Constitucional. Sentencia T-757 de 2009. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Corte Constitucional. Sentencia SU-448 de 2011. Mauricio González Cuervo.


� Ibídem.


� Atenuación de la sanción a imponer.


� Corte Constitucional. Sentencia C-818 de 2005. M.P. Rodrigo Escobar Gil.


� Art. 41 Ley 1123 de 2007.


� Generales, de atenuación y de agravación.


� La confesión de la falta impide imponer sanción de exclusión de la sanción; la procura de resarcimiento del daño conlleva la censura.


� En punto de este requisito, ver, sentencia de tutela de 19 de septiembre de 2018, proferida por la Sección Quinta del Consejo de Estado, con radicado 11001-03-15-000-2018-02571-00. C.P. Rocío Araújo Oñate.


� En ese sentido, se tiene que la Judicatura accionada avaló el razonamiento desarrollado por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura en primera instancia.


� Al respecto, la autoridad judicial accionada sostuvo: “Sumado a lo aludido, tampoco se evidenció en ninguna parte del expediente de autos, la carencia de antecedentes disciplinarios por parte del profesional del derecho inculpado, pues el mismo no aportó prueba sumaria de su dicho, ni solicitó en las distintas oportunidades pertinentes dentro del proceso, que se allegaran los medios adecuados para dar certeza a tal situación.”


� Art. 47 Ley 1123 de 2007.





